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LA CUARTA PÁGINA OPINIÓN

S
in Dinero no hay Estado. Esto ya
nos lo enseñó Hamilton en El Fede-
ralista (Capítulo XXX): “El dinero ha

sido considerado, con razón, como el
principio vital del cuerpo político, como
aquello que sostiene su vida y movimien-
to y le permite ejecutar sus funciones
más vitales”. Esta es una regla que, en
términos absolutos, no admite excep-
ción. De ahí que las relaciones entre el
Estado y su moneda y su deuda sean un
indicador de primera importancia para
conocer el estado de salud tanto del pri-
mero como de las segundas. Y de ahí tam-
bién que no haya tarea en la que el Esta-
do ponga más empeño que en dar garan-
tías respecto del valor de sumoneda y del
pago de su deuda.

Hasta la fecha ha sido muy infrecuen-
te que el Estado haya recurrido a la Cons-
titución en esta tarea. Pero en algunos
casos sí ha ocurrido. En Estados Unidos,
tras la guerra civil, se incluyó en la XIV
Enmienda una garantía del pago de la
deuda. A dicha garantía se ha hecho refe-
rencia en el reciente debate sobre la eleva-
ción del techo de la deuda, llegándose a
sostener que el presidente podía no nece-
sitar el concurso del Congreso para se-
guir haciendo frente al pago de la misma.
Pero la opinión dominante en el país con-
sidera que la garantía de la XIV Enmien-
da está muy vinculada a la deuda contraí-
da durante la guerra civil y no tiene alcan-
ce general. En consecuencia, se ha consi-
derado que la decisión del Congreso era
insoslayable.

El precedente más expresivo es, sin
duda, el de la reforma constitucional de
1926 en la Francia de la Tercera Repúbli-
ca. Vale la pena recordarlo. “En 1926, en
un momento en que la moneda francesa
estaba próxima al hundimiento, especial-
mente porque la deuda pública era enor-
me y porque los ahorradores no tenían
confianza en el Estado, en particular en
su capacidad de pagarla en su integridad,
el antiguo presidente de la República,
Raymond Poincaré, volvió a formar un
Gobierno que tenía ante todo como objeti-
vo dar seguridad a los prestamistas del
Estado, con la finalidad de salvar lamone-
da. Decidió, en consecuencia, proceder a
una revisión constitucional instituyendo
una Caja pública, la Caja Autónoma de
Amortización, que estaría gestionada in-
dependientemente del Estado y que se
alimentaría de recursos propios constitu-
cionalmente garantizados: los derechos
de sucesión, la tasa de la primera transmi-
sión de inmuebles posterior a la entrada
en vigor de la reforma y las rentas del
monopolio del tabaco y de las cerillas.
Esta Caja tenía como única tarea la de
amortizar la deuda del Estado reembol-
sándola gracias a los recursos que le esta-
ban afectados. Para hacer comprender a
los ciudadanos que se trataba de un com-
promiso solemne del Estado y que los Go-
biernos ulteriores no podrían modificar
estas reglas sin encontrar obstáculos difí-
cilmente superables, el Gobierno Poinca-
ré solicitó y obtuvo del Parlamento una
revisión constitucional inscribiendo es-
tas reglas en la Constitución. Estas re-
glas, sin embargo, no conciernen a los
órganos superiores del Estado: se trata, al
contrario, de crear una institución secun-
daria, pero autónoma, cuyas funciones es-
tán excluidas de las competencias de los
órganos superiores del Estado”.

En estos términos comentaba 33 años
más tarde el profesor Jacques Cadart (Ins-
titutions Politiques et Droit Constitution-

nel, 2ª ed. LGDJ París 1979, T. I, p. 121) la
reforma constitucional aprobadamedian-
te la Ley Constitucional de 10 de agosto
de 1926. Una norma que no es material-
mente constitucional se había convertido
en formalmente constitucional, con la fi-
nalidad de salvar la moneda y garantizar
el pago de la deuda. En realidad, la refor-

ma ibamás lejos de lo que el propio profe-
sor Cadart dice, ya que contenía una cláu-
sula suplementaria para el caso de que
no fueran suficientes los recursos expre-
samente mencionados, que consistía en

la inclusión anualmente en los Presupues-
tos Generales del Estado de una cantidad
adicional igual almontante de tales recur-
sos. En ningún caso se admitiría el impa-
go de la deuda. Este era el mensaje. La
Constitución se incorporaba de manera
inequívoca a una operación de salvamen-
to de la moneda y de garantía de la deu-

da. El parecido entre la reforma francesa
de 1926 y la que está en debate en España
en este 2011 salta a la vista, aunque tam-
bién lo hacen las diferencias entre una y
otra.

En ambos casos hay una respuesta a
una situación de emergencia. Pero en
1926 había solamente eso, mientras que
en 2011 en España la respuesta va a ir
mucho más allá de la emergencia, para
incorporarse establemente a la Constitu-
ción.

La reforma constitucional que se está
tramitando en España tiene su origen en
la necesidad de dar respuesta a una emer-
gencia, pero es en el fondo un episodio en
el proceso de constitucionalización de la
Unión Europea, que tiene un precedente
en la reforma constitucional alemana de
2009 y que va a ser seguida por reformas
constitucionales en, por lomenos, los paí-

ses que comparten el euro comomoneda,
aunque previsiblemente se extenderá a
los demás.

Estamos asistiendo a los primeros pa-
sos de una innovación en el Derecho
Constitucional Europeo de importancia
extraordinaria, aunque dicha innovación
no vaya a ser el resultado de una decisión
constituyente europea, sino de la suma
de decisiones constituyentes de los distin-
tos países que integran la Unión. Alema-
nia, como viene ocurriendo por lo demás
en el Derecho Constitucional Europeo
posterior a la II GuerraMundial, ha empe-
zado marcando el camino, pero después
lo vamos a acabar recorriendo todos los
demás. España es la que lo está haciendo
en primer lugar, pero no va a ser la últi-
ma en hacerlo.

Hacer de la necesidad virtud. De eso es
de lo que se trata. Tenemos una moneda
única y una política monetaria única, pe-
ro ni tenemos ni podemos tener en las
circunstancias actuales y en el tiempo en
que es posible hacer predicciones una po-
lítica económica y una política fiscal úni-
ca. Las tensiones entre esta unidad, por
un lado, y ausencia de unidad, por otro,
han sido manejables hasta que la crisis
económica ha hecho acto de presencia
con la intensidad con que lo ha hecho.
Han dejado de serlo. Y si no se encuentra
una fórmula, no para manejar las tensio-
nes, sino para evitar que vuelvan a produ-
cirse, continuar avanzando en el proceso
de construcción de la Unión Europea se-
rá sencillamente imposible.

La reforma de la Constitución para in-
cluir el principio de estabilidad presu-
puestaria y fijar el límite del déficit de
todas las administraciones públicas es la
expresión de la voluntad del Estado de
seguir avanzando en el proceso de cons-
trucción de la Unión Europea. Puesto que
no es posible todavía una Constitución
Europea, hay que homogeneizar al me-
nos las Constituciones de los distintos paí-
ses en un tema tan decisivo como este.

Lo que no ha formado parte del Dere-
cho Constitucional de cada uno de los paí-
ses que han constituido la Unión Euro-
pea, tiene que pasar a formar parte del
mismo, al menos para aquellos que com-
parten el euro comomoneda. Formalmen-
te va a ocurrir como consecuencia de una
decisión constituyente soberana de cada
uno de los países a través de sus órganos
constitucionales competentes para ello.
Pero materialmente es una exigencia de
la supervivencia de la Unión Europea.

Esta exigencia vale para todos los paí-
ses de la Unión, aunque se viva de mane-
ra muy distinta en unos y otros. Hay paí-
ses que no tienen que soportar ninguna
presión sobre su deuda y que no tienen
que hacer frente, en consecuencia, a nin-
guna emergencia y hay otros a los que
nos ocurre lo contrario. Pero la amenaza
para la supervivencia de la Unión nos
afecta a todos.

La reforma constitucional en este te-
rreno no es una reforma española sino
europea, como también lo fue la que se
hizo en 1992 para hacer posible la ratifica-
ción del Tratado de Maastricht. Lo que
ocurre es que esta tiene un calado incom-
parablemente mayor y nos sitúa ante una
limitación de soberanía mucho más visi-
ble. Pero así, con limitaciones de sobera-
nía, es como se ha ido construyendo la
Unión Europea.
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